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Acta No. 536 de octubre 14 del año 2009. 





Expediente 66001-22-13-001-2009-00107-00





Se resuelve la acción de tutela promovida por JUAN PABLO ARIAS QUINTERO en contra del JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA y a la que fue vinculada la señora LINA MARIA QUINTERO CRUZ.




I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor que se le proteja a su hijo, el derecho a la “manutención a un menor de edad”, de lo cual entiende la Sala que se refiere al que tiene de recibir alimentos y al preferente de que sus derechos priman sobre los de las demás personas, instituido en el artículo 44 de la Carta Política; situación ésta que considera vulnerada por el juzgado citado.





Explica que es demandado en un proceso de alimentos, en el cual se ordenó un descuento mensual de $180.000.00 para su hijo menor; que en razón a ello, el día 05 de junio del año que avanza, se hizo una consignación por dicho valor en la cuenta del juzgado, pero por un error de éste al dar el número de la cuenta, se depositó en otro Despacho diferente, por lo que la demandante en el proceso de alimentos, a la fecha, no ha recibido el dinero. 




Pide, entonces, como se dijo, se le ampare el derecho en la forma descrita y, consecuentemente, “sea restituido el valor consignado a nombre de la demande (sic), quien es la persona (madre) encargada del cuidado del menor y se hagan las declaraciones y condenas correspondientes“.  
A la tutela se le dio el trámite de ley, con la vinculación de la parte demandante en el proceso de alimentos que guardó silencio; y con la intervención de la titular del juzgado accionado que allegó copias de las actuaciones procesales referentes al caso, manifestando que ha sido diligente en la recuperación del dinero que erradamente se consignó, para lo cual describe las diligencias tendiente a ello. Conceptúa que no ha puesto en riesgo los derechos fundamentales del menor; que el dinero objeto del reclamo pertenece a la primera cuota provisional y que las demás le fueron entregadas a la demandante en el proceso de alimentos en forma directa por el pagador, a petición de éste. 
Sin necesidad de la práctica de otras pruebas distintas a las documentales que obran en el plenario, se pasa a resolver la acción de tutela previas las siguientes,

II.  CONSIDERACIONES DE LA SALA:

Como se resaltó, los derechos que se consideran violados son el de percibir alimentos por parte del infante (artículo 133 del C. del M.), y la prevalencia de los derechos de los menores sobre los de las demás personas (artículo 44 C.P.).

El artículo 411 del C.C. determina a quién se deben alimentos. En su numeral segundo, lo consagra a favor de los descendientes concebidos dentro o fuera del matrimonio. Esto último, en razón a la declaratoria de inexequibilidad por parte de la Corte Constitucional de la expresión “legítimos” de ese numeral
. 
“Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, asistencia médica, recreación, formación integral y educación o instrucción del menor. Los alimentos comprenden la obligación de proporcionar a la madre los gastos de embarazo y parto”; así los define el artículo 133 del Código del Menor
. 
Ahora, cuando el derecho fundamental a percibir alimentos de un menor de edad se amenaza porque el valor correspondiente no se pone a su disposición oportunamente, su mínimo vital resulta afectado, siendo necesario acudir a su protección por vía de tutela
.   

El artículo 44 de la Constitución Política establece que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás, como consecuencia del especial grado de protección que requieren, dadas sus condiciones de vulnerabilidad e indefensión, y la especial atención con que se debe salvaguardar su proceso de desarrollo y formación. 
Una de las principales manifestaciones de este precepto constitucional, es el principio de preservación del interés superior del menor, que ha sido desarrollado por la jurisprudencia constitucional
 y consagrado en los artículos 20 y 22 del Código del Menor, el cual consiste en que se le debe otorgar un trato preferente, acorde con su caracterización jurídica en tanto sujeto de especial protección, de forma tal que se garantice su desarrollo integral y armónico como miembro de la sociedad.
Sobre el tema, la Corte Constitucional dijo: 

Para establecer cuáles son las condiciones que mejor satisfacen el interés superior de los niños en situaciones concretas, debe atenderse tanto a consideraciones  (i) fácticas –las circunstancias específicas del caso, visto en su totalidad y no atendiendo a aspectos aislados–, como  (ii) jurídicas –los parámetros y criterios establecidos por el ordenamiento jurídico para promover el bienestar infantil–
.
 
Procede entonces la Sala a analizar, de acuerdo con lo expresado, las circunstancias fácticas y jurídicas para determinar si en este caso concreto, con la actuación del juzgado accionado, se le viola o amenaza al menor su derecho fundamental al mínimo vital y, en general, los derechos consagrados en el artículo 44 de la Carta Política.
Se le critica al juzgado que al momento de expedir el oficio de embargo del salario del obligado en el proceso de alimentos, indicó mal el número de la cuenta, lo que trajo como consecuencia que la suma de ciento ochenta mil pesos ($180.000.00) que le fueron descontados en el mes de junio, se dejaran a disposición del JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA de la ciudad de Bogotá, sin que hasta la fecha, esos dineros le hayan sido entregados a la demandante en ese proceso.
No ve la Sala de qué manera se le pueda estar violando o amenazando al menor YHAMPOUL ARIAS QUINTERO derecho constitucional alguno, pues el trámite del juicio de alimentos se ajustó a derecho, acatando lo establecido en los artículos 140 y 143 del Código del Menor, culminando éste en la audiencia que se realizó el veinticinco de junio del año que avanza (folios 30 a 33); además, el Despacho ha estado atento a realizar las diligencias tendientes a la recuperación de la mencionada suma contenida en el título judicial, pues no sólo desde el momento mismo en que la demandante informó al Despacho sobre la irregularidad
, sino después de terminado el proceso
, ofició al juzgado receptor para que convirtiera el depósito a su orden. Finalmente, y como lo arguye la funcionaria de instancia, las demás mesadas se le han entregado en forma directa a la demandante, en la forma como lo autorizara la célula judicial en la audiencia que terminó el juicio. 

Visto, entonces, que en este asunto no está comprometido ningún derecho fundamental, será negada la tutela; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE NIEGA la Acción de Tutela impetrada por JUAN PABLO ARIAS QUINTERO en contra del JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA DE PEREIRA y a la que fue vinculada la señora LINA MARIA QUINTERO CRUZ.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





3º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo 
  Fernán Camilo Valencia López
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